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1. Disposiciones generales

80E núm. 23:

MINISTERIO DE DEFENSA
23765 ORDEN 93/1993, de 21 de septiembre, por

la que se establece una nueva clasificación
de las Bases Aéreas y Aeródromos Militares
del Ejército del Aire.

El Real Decreto 494/1984, de 22 de febrero, por
el que se aprueban las Reales Ordenanzas del Ejército
del Aire, establece, en el artículo 8, que las Bases Aéreas
y los Aeródromos Militares constituyen el elemento fun­
damental de la infraestructura operativa del Ejército del
Aire.

La clasificación de las distintas Bases Aéreas y Aeró­
dromos Militares efectuada por Orden 2321/1967, de
19 de octubre, ha sufrido diversas modificaciones pos­
teriores que han quedado desfasadas en relación a la
actual organización del Ejército del Aire.

A fin de poner al día dicha clasificación, adaptándola
a las necesidades y circunstancias actuales de la Fuerza
Aérea, dispongo:

Primero.-De acuerdo con las definiciones de Base
Aérea y Aeródromo Militar contenidas en el artículo 9
del Real Decreto 494/1984, de 22 de febrero, por el
que se aprueban las Reales Ordenanzas del Ejército del
Aire, se establece la siguiente clasificación:

a) Bases Aéreas:
Albacete.
Alcantarilla (Murcia).
Armilla (Granada).
Cuatro Vientos (Madrid).
Gando (Las Palmas).
Getafe (Madrid).
Málaga.
Manises (Valencia).
Matacán (Salamanca).
Morón (Sevilla).
San Javier (Murcia).
Son San Juan (Mallorca).
Talavera la Real (Badajoz).
Torrejón (Madrid).
Villanubla (Valladolid).
Zaragoza.
b) Aeródromos Militares:
Lanzarote.
León.
Pollensa (Mallorca).
Reus (Tarragona).
Santiago.

Segundo.-Quedan derogadas la Orden 2321/1967,
de 19 de octubre, modificada por la 106/1969, de 17
de enero; la 1017/1969, de 20 de mayo; la 1492/1969,
de 1 de julio; la 1872/1973, de 11 de julio, y la
863/1976, de 31 de marzo y demás disposiciones de
igualo inferior rango que se opongan a lo establecido
por la presente.

Tercero.-La presente Orden entrará en vigor el dí;
siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial de
Estado».

Madrid, 21 de septiembre de 1993.

GARCIA VARGAS

MINISTERIO
PARA LAS ADMINISTRACIONES

PUBLICAS

23766 REAL DECRETO 1671/1993, de 24 de sep
tiembre, por el que se modifica la estructufi
orgánica del Ministerio de Obras Públicas
Transportes y Medio Ambiente.

El Real Decreto 1173/1993, de 13 de julio, de rees
tructuración de Departamentos ministeriales, crea e
Ministerio de Obras Públicas, Transportes y Medie
Ambiente, asignándole las funciones que hasta ahor<
venían siendo desempeñadas por el Ministerio de Obra1
Públicas y Transportes, de acuerdo con lo previsto er
el Real Decreto 576/1991, de 21 de abril. por el qUE
se estableció su estructura básica, e incorporando expre
samente en su denominación la competencia en medie
ambiente.

La estructura orgánica básica del Ministerio de Obrm
Públicas y Transportes resultó de la fusión dellVlinisterie
de Obras Públicas y Urbanismo y del Ministerio de Trans·
portes, Turismo y Comunicaciones. La experiencia adqui·
rida desde entonces aconseja introducir algunas modio
ficaciones en dicha estructura que, a su vez, pongar
de relieve la !'Jspecial importancia que deben tener la~

políticas medioambientales en la configuración del terri·
torio, el hábitat humano y la protección del dominic
público.

Por otra parte, el proceso de elaboración del Plan
Director de Infraestructuras, uno de los grandes objetivo~

para los que fue creada la Secretaría General de Pla·
nificación y Concertación Territorial. ha puesto de mani·
fiesta la necesidad de que la política territorial integre
la planificación de las infraestructuras hidráulicas, que
constituyen hoy uno de los más importantes instrumen·
tos de vertebración y ordenación del territorio del Estado.
Por esta razón, la Dirección General de Obras Hidráulicas
pasa a integrarse en la Secretaría General de Planifi·
cación y Concertación Territorial.

Esta Secretaría General queda así configurada corno
el órgano integrado de planificación del territorio a través
de las infraestructuras hidráulicas y de transporte, en
todos sus modos, y del impulso de la concertación con
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las Administraciones Territoriales, especialmente en las
grandes concentraciones urbanas, para desarrollar
actuaciones integradas de urbanismo y transporte de
las que son ejemplo las de Bilbao Ría 2000, Cinturón
Verde de Oviedo o Ciudad Aeroportuaria de Madrid. Esta
Secretaría General impulsará, bajo la superior dirección
del Ministro, la elaboración del Plan Director de Infraes­
tructuras y del Plan Hidrológico Nacional. Asimismo, cola­
borará con la Secretaría General para las Infraestructuras
del Transporte Terrestre y los centros directivos de ella
dependientes en la elaboración de los planes sectoriales
que desarrollen dicho Plan Director.

.La integración de las infraestructuras hidráulicas en
la Secretaría General de Planificación y Concertación
Territorial permite abordar la política territorial a través
de todos sus componentes y políticas de inversión, coor­
dinando las inversiones necesarias para garantizar el
suministro de un recurso natural básico para los distintos
usos del territorio con las infraestructuras de transporte
necesarias para su desarrollo.

Como consecuencia de este nuevo esquema orga­
nizativo, todas las inversiones en infraestructuras quedan
supeditadas, dentro de una estructura orgánica homo­
génea, a la evaluación de su impacto ambiental efec­
tuada por el área del Ministerio responsable de la política
ambiental y del hábitat humano.

Por otra parte, el Ministerio de Obras Públicas, Trans­
portes y Medio Ambiente tiene atribuidas un conjunto
de líneas de acción política que se caracterizan, en líneas
generales, por tratarse de ámbitos de responsabilidad
en los que las competencias ejecutivas corresponden
en gran medida a las Comunidades Autónomas o a las
Corporaciones Locales, mientras que la Administración
General del Estado mantiene competencias en la ela­
boración de la normativa básica, de vigilancia y control,
de coordinación y representación internacional.

En muchas ocasiones; estas líneas de acción política
tienen un gran impacto en la actividad económica y el
bienestar social, como es el caso de las políticas de
suelo urbano o vivienda. En otras, corresponde a la Admi­
nistración General del Estado responder del cumplimien­
to de las directivas comunitarias en materia de política
ambiental o desarrollar competencias de vigilancia y pro­
tección del dominio público, tanto en el hidráulico como
en el marítimo-terrestre, que exigen actuaciones coor­
dinadas y concertadas con Comunidades Autónomas y
Corporaciones Locales. Atendiendo a este común deno­
minador, y para propiciar la necesaria cooperación inte­
radministrativa, estas políticas se han agrupado en una
Secretaría de Estado de Medio Ambiente y Vivienda,
a la que se le encomiendan las competencias del Estado
en estas materias, cuyo desarrollo requiere de la cola­
boración entre todas las Administraciones competentes,
como única vía para lograr resultados eficaces en aspec­
tos tan complejos y trascendentes de nuestra sociedad.

La relación entre la política ambiental y la vivienda,
entendida ésta en el sentido amplio de «hábitat humano»,
debe orientarse por consideraciones ambientales rela­
tivas a las normas de edificación, tratamiento de aguas
residuales, recogida selectiva de residuos urbanos, con­
sumos energéticos en calefacción doméstica e integra­
ción en la ciudad de espacios naturales. Por tanto, la
política de vivienda no puede ser sólo una política de
financiación del acceso a la vivienda en propiedad o
alquiler, sino un elemento básico de una política integral
de ecología urbana, en la que se potencien la calidad
de la edificación y el respeto por el entorno en el marco
del desarrollo urbano.

Las Confederaciones Hidrográficas de las cuencas
intracomunitarias se configuran en este nuevo esquema
como órganos de gran importancia política en los que
coinciden, en sus marcos territoriales resJ1ectivos, la ges-

tión y protección del dominio público hidráulico, la admi­
nistración del agua como recurso natural sometido a
imperativos medioambientales y económicos, la plani­
ficación hidrológica y la ejeCUción y gestión de las infraes­
tructuras hidráulicas. Por ello, pasan a quedar encua­
drados orgánicamente en la Subsecretaría del Ministerio,
manteniendo una doble dependencia funcional de la
Dirección General de Calidad de las Aguas y de la Direc­
ción General de Obras Hidráulicas, a efectos de sus res­
pectivas competencias.

El resto de la estructura del Ministerio permanece
invariable, si bien la Dirección General del Instituto Geo­
gráfico Nacional pasa, por razón del carácter horizontal
de sus funciones, a integrarse en la Subsecretaría del
Departamento, y la Dirección General de Política Terri­
torial y Urbanismo pasa a depender funcionalmente de
la Secretaría de Estado de Medio Ambiente y Vivienda
en lo que se refiere a sus funciones en materia de nor­
mativa urbanística.

En su virtud, a iniciativa del Ministro de Obras Públi­
cas, Transportes y Medio Ambiente, a propuesta del
Ministro para las Administraciones Públicas y previa deli­
beración del Consejo de Ministros en su reunión del
día 24 de septiembre de 1993,

DISPONGO:

Artículo 1. Secretaría de Estado de Medio Ambiente
y Vivienda.

1. Se crea la Secretaría de Estado de Medio Ambien­
te y Vivienda, quedando suprimida la Secretaría de Esta­
do para las Políticas del Agua y el Medio Ambiente.

2. Corresponde a la Secretaría de Estado de Medio
Ambiente y Vivienda, bajo la superior dirección del Minis­
tro, el desarrollo de las siguientes funciones:

a) El diseño de una estrategia nacional de medio
ambiente en la perspectiva del desarrollo sostenible y
el uso racional de los recursos naturales, así como la
coordinación de las actuaciones en política ambiental
de la Administración General del Estado.

b) La elaboración de la normativa básica en materia
de medio ambiente, costas y residuos, así como su apli­
cación en el ámbito de competencias de la Adminis­
tración General del Estado.

c) El análisis y propuesta de los objetivos a los que
deban aplicarse los Fondos de cohesión comunitarios
en materia de medio ambiente.

d) La coordinación y acción concertada con las
Comunidades Autónomas en el ámbito de la política
medioambiental y de saneamiento y depuración de las
aguas, así como la relación de España con la CEE en
estos ámbitos.

e) La realización de los estudios que evalúen el
impacto medioambiental de las infraestructuras, equi­
pamientos e instalaciones, competencia de la Adminis­
tración General del Estado, y efectuar las correspondien­
tes declaraciones.

f) La protección, gestión y administración de los bie­
nes de dominio público hidráulico y marítimo-terrestre.

g) La propuesta de la política y normativa estatal
en materia de suelo urbano, vivienda, arquitectura y su
concertación con las Comunidades Autónomas.

h) La integración de las políticas ambientales y de
hábitat humano en el espacio urbano, especialmente en
lo que se refiere a normas de edificación, contaminación
atmosférica y sonora, recogida y eliminación de residuos
sólidos, depuración de aguas residuales urbanas, arqui­
tectura ecológica, integración de los dominios públicos
costero e hidráulico en los planes de desarrollo urbano
y política de suelo.
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3. La estructura de la actual Secretaría de Estado
para las Políticas del Agua y el Medio Ambiente se man­
tiene sin más modificaciones que las resultantes de lo
dispuesto en el apartado siguiente de este artículo y
en los siguientes artículos de este Real Decreto.

4. La Dirección General para la Vivienda y Arqui­
tectura. conservando su actual estructura y funciones.
pasa a integrarse en la Secretaría de Estado de Medio
Ambiente y Vivienda.

Artículo 2. Subsecretaría de Obras Públicas. Transpor­
tes y Medio Ambiente.

1. La Dirección General del Instituto Geográfico
Nacional y el Organismo autónomo Centro Nacional de
Información Geográfica. de él dependiente. pasan a
depender de la Subsecretaría de Obras Públicas. Trans­
portes y Medio Ambiente. conservando las funciones
que tuvieran asignadas.

Corresponde al Subsecretario la presidencia del Con­
sejo Superior Geográfico.

2. Están adscritas al Ministerio de Obras Públicas.
Transportes y Medio Ambiente. a través de la Subse­
cretaría. las Confederaciones Hidrográficas. sin perjuicio
de su dependencia funcional de las Direcciones Gene­
rales de Obras Hidráulicas y de Calidad de las Aguas.
respecto al desempeño de sus funciones propias en las
materias de competencia de cada una de aquéllas.

Artículo 3. Secretaría General de Planificación y Con­
certación Territorial.

1. La Dirección General de Obras Hidráulicas. el Par­
que de Maquinaria y la Mancomunidad de los Canales
del Taibilla pasan a integrarse en la Secretaría General
de Planificación y Concertación Territorial. conservando
su actual estructura y funciones.

2. La Dirección General de Política Territorial y Urba­
nismo. en lo que se refiere a sus funciones en materia
de normativa urbanística. pasa a depender funcionalmen-

te de la Secretaría de Estado de Medio Ambiente y
Vivienda.

Disposición adicional única. Presidencia de la Comisión
interministerial para la coordinación del transporte
de mercancías peligrosas.

Corresponde al Secretario general para los Servicios
de Transportes la presidencia de la Comisión intermi­
nisterial para la coordinación del transporte de mercan-
cías peligrosas. .

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Quedan derogadas cuantas normas de igualo inferior
- rango se opongan a lo dispuesto en el presente Real

Decreto.

Disposición final primera. Facultades de desarrollo.

Se autoriza al Ministro de Obras Públicas. Transportes
y Medio Ambiente para dictar. previo cumplimiento de
los trámites que sean preceptivos. cuantas disposiciones
sean necesarias para el desarrollo y ejecución de lo dis­
puesto en el presente Real Decreto.

Disposición final segunda. Adecuaciones presupuesta­
rias.

Por el Ministerio de Economía y Hacienda se rea­
lizarán las modificaciones presupuestarias y habilitacio­
nes de crédito necesarias para el cumplimiento de lo
previsto en el presente Real Decreto.

Disposición final tercera. Entrada en vigor.

El presente Real Decreto entrará en vigor el mismo
día de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid a 24 de septiembre de 1993.
JUAN CARLOS R.

El Ministro para las Admini5traciorÍ~s Públicas,
JERONIMO SAAVEORA ACEVEOO


